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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL




     SALA CIVIL Y DE FAMILIA

Pereira, diez de marzo de dos mil nueve
Magistrado Ponente:  Fernán Camilo Valencia López
Radicación 66001-31-03-003-2006-00076-01
Se resuelve el recurso de apelación que ambas partes interpusieron contra la sentencia de 25 de marzo del año pasado, mediante la cual el Juzgado Tercero Civil del Circuito, puso fin a la primera instancia del proceso abreviado de rendición de cuentas, adelantado por Beatriz Elena Hurtado Perico contra Adoney Quintero Lozano. 



RECUENTO PROCESAL

La demandante solicitó que se decretara que la demandada debía rendirle cuentas durante el tiempo en el que ha disfrutado “de los rendimientos generados por los bienes sucesorales adjudicados...en la sucesión de su padre, adjudicación aprobada por sentencia de fecha febrero 11 de 1999”; señalar el término en que las mismas debían rendirse; advertir que en caso de no hacerlo se le ordenará pagar lo estimado; que en ambos casos se abrirá paso la vía ejecutiva; y la consiguiente condena en costas. 
Estas pretensiones se fundaron en que en la sucesión del señor Guillermo Hurtado Ocampo en la que fueron reconocidos como herederos la señora Hurtado Perico, y Leonardo Fabio y Yanelín Hurtado Herrera, a la demandada se le adjudicó el establecimiento de comercio denominado “Distribuidora de Cajas Fuertes y Equipos de Oficina”, debidamente registrado en la Cámara de Comercio, por la suma de $5.306.000; y el 32.569591% del 50% de un edificio de tres plantas ubicado en la calle 15 #6-23 de Pereira, avaluado en la suma de $24.769.500.  Que a la señora Quintero Lozano se le convocó el 1 de agosto de 2003 a una audiencia de conciliación respecto de la rendición de cuentas, a lo que manifestó que se negaba hacerlo hasta tanto se definiera el proceso que por sociedad de hecho adelantaba en ese entonces, el mismo que fue resuelto en fallo de 20 de abril de 2004, confirmado por esta Corporación, por medio del cual se declaró disuelta la sociedad patrimonial consiguiente y se dispuso su liquidación. Se afirma igualmente, que la demandada no ha procurado la ejecución de dicha sentencia “pero si (sic) disfruta de los rendimientos generados por los bienes sucesorales adjudicados…”, habiendo quedado el establecimiento de comercio reducido a una simple matrícula mercantil pues fue reemplazado por otro que ahora ostenta distinto nombre, del cual aparece ella como titular. Estimó entonces las cuentas que debían rendírsele de la siguiente manera: $31.237.500, que corresponden a la renta producida por el  32.569591% del 50% del inmueble que le fuera adjudicado en la sucesión a la demandada; y $135.000.000 por la explotación del negocio de cajas fuertes y equipos de oficina. 
Admitida que fuera la demanda, la señora Adoney Quintero Lozano la replicó y en cuanto a las súplicas de aquélla expresó que se declarara legalmente presentada “la relación pormenorizada del giro de la administración realizada por ella, de acuerdo a (sic) los documentos y soportes allegados.” Opuso la excepción de prescripción y sobre sus supuestos fácticos aceptó como ciertos los referentes a la tramitación del proceso sucesorio y el de sociedad de hecho, pero en cuanto a los demás expresó en lo relativo al  establecimiento de comercio que éste “solo dejó deudas y problemas denmasiado (sic) engorrosos” que debieron ser atendidos por ella. Hace enumeración de las acreencias del causante que debió solventar, para finalizar afirmando que no debe creerse que haya dejado rendimientos “como se quiere hacer aparecer, pues en esta clase de negocios las Cajas de Seguridad (sic), éstas son enviadas a consignación (sic) por los proveedores de Ibagué y las claves para reparar las cajas de segunda, por parte de los proveedores de Medellín, es decir, Caja de Seguridad (sic) que se vendía y de inmediato se reportaba al proveedor su venta y así poder pedir más mercancías.” Y que como la señora Hurtado Perico nunca se hizo cargo de la administración por su situación calamitosa, luego le correspondió por necesidades fiscales seguir ejerciendo la aludida actividad mercantil por sí misma, de manera que el primer establecimiento desapareció por sustracción de materia, dejando un saldo en rojo el 31 de agosto de 2002.  

Respecto del edificio anota que al fallecer el señor Hurtado Ocampo, éste no se había concluído por lo que le correspondió invertir de su propio peculio en su culminación y solo hasta febrero de 1999 se pudo entregar en arrendamiento el local comercial, habiendo percibido los cánones hasta febrero de 2002 en que la mitad siguió consignándose en el Banco Agrario por los inquilinos en razón del pleito ordinario que ella adelantaba, superando los depósitos por este concepto la suma de $20.000.000. Sobre el apartamento del segundo piso menciona que es más el tiempo en que ha estado desocupado que arrendado por el ruido que causa la tipografía situada en el primero y además, ella es socia del causante por lo que tiene más derechos en la edificación. 
Presenta la demandada una relación de egresos e ingresos, anota que recibió el valor del seguro dejado a su favor el que invirtió en el pago de las deudas, y resume que de las cuentas hay un saldo a su favor de $47.623.684. 

Entendió el Juzgado, según el auto de 15 de agosto de 2006
 que se habían rendido las cuentas, y aunque no aceptó los anexos presentados por extemporáneos, de ellas le dio traslado a la actora por el término de veinte días, las mismas que fueron objetadas. En síntesis, aduce la objetante que ni la demandada ni el señor Hurtado Ocampo llevaron libros de contabilidad de acuerdo con la ley; que los créditos que tenía el fallecido debieron haber sido alegados dentro de su mortuoria; que no es cierto que no hubiera querido asumir el mando del establecimiento de comercio sino que la señora Quintero Lozano lo impidió varias veces; que ésta siguió en la misma actividad mercantil pese al cambio de nombre del almacén; y que el edificio siempre ha tenido tres pisos tal como se identificó en la sucesión. Concluye que según los documentos aportados obtenidos de la Cámara de Comercio, los ingresos totales ascienen a $227.025.000 entre 1998 y 2005. Formula observaciones a las facturas adosadas afirmando que hay ausencia de algunas de ellas y no existen libros de contabilidad para cotejar debidamente; y que faltan declaraciones tributarias de iva e industria y comercio. 

Para responder la objeción, la demandada se concreta en asuntos concernientes al litigio que planteó para que se reconociera la sociedad de facto que tuvo con el causante y los fallos que reconocieron su derecho, para deducir que es de mala fe la conducta asumida por la señora Hurtado Perico quien no lo quiere aceptar, pues los herederos no han querido llegar a un arreglo formal. No pueden desconocerse, alude, las obligaciones que hubo de asumir a la muerte del señor Hurtado Ocampo y que lo que se pretende es un enriquecimiento sin causa, pues la sociedad de hecho se declaró disuelta a partir del 15 de abril de 1998. 
Practicadas las pruebas solicitadas que incluyeron dictámenes sobre la rentabilidad del establecimiento de comercio y del inmueble, se dictó el fallo objeto de la apelación. Encontró el Juzgado que no había reparos en relación con la legitimidad de las partes para enfrentarse en este proceso, habida cuenta de la calidad de heredera de la actora y de administradora de la demandada, quien dice, no ha desconocido que ha dirigido los bienes y que además, se le ha reconocido judicialmente su calidad de socia. No admitió las deudas que afirmó tuvo que pagar porque debieron presentarse en la sucesión del causante, y que el que no se haya liquidado la sociedad de hecho no es obstáculo para esta rendición de cuentas que de todas formas será provisional pues debe adelantarse tal trámite. Anunció que tendría en cuenta el reconocimiento de la señora Quintero Lozano como socia del señor Hurtado Ocampo y con base en los dictámenes rendidos que no sufrieron objeción procedió a fijar la suma que debía pagar la demandada, la que concretó en $52.965.107.36. Para establecerla dedujo que a la demandante le correspondía el 16.66% ya que había que respetar el 50% que incumbía a la demandada en  la condición mencionada y lo de los otros herederos. 
RAZONES DEL RECURSO
La apelante Hurtado Perico discrepa de la manera como se calcularon las proporciones por el juzgado, pues manifiesta que a los demás causahabientes no les corresponde suma alguna de las utilidades del establecimiento de comercio, pues éste le fue adjudicado a ella en su totalidad, por lo que admitiendo la condición que judicialmente se le atribuyó a la demandada, a quien le correspondería el 50% de las mismas, a ella le toca la mitad o sea, la suma de $68.065.247. Del apartamento 2A del edificio, que es el que ocupa la señora Quintero Lozano el 16.66% del 50%; y del local comercial arrendado, a ella le tocaría el 8.33% de los beneficios, ya que el 50% es de una tercera persona. Concluye que lo que realmente se le adeuda en la rendición son $83.212.899.16 y en tal medida debe reformarse la sentencia de la que se aparta por esta exclusiva causa. 
Por su parte, los argumentos de la demandada están dirigidos en primer término a negar que haya estado administrando bienes ajenos, ya que lo que ha hecho es gozar y disfrutar de los que son suyos por lo que no tiene obligación de rendir cuentas. Alude a que los herederos se desentendieron completamente de los bienes relictos por motivo de la gran cantidad de deudas que dejó el causante; que al éste morir la edificación estaba inconclusa y debió invertir de su propio dinero para adecuarla; que desde 2002 los cánones del local comercial están siendo depositados en el Banco Agrario por decisión de los herederos, y el apartamento ha estado  más tiempo desocupado que arrendado. En general, replantea las argumentaciones expuestas en la demanda y aduce que debe declararse que la demandada no está obligada a pagar ninguna suma de dinero a la demandante.  
CONSIDERACIONES

Sea lo primero observar que no fue apropiado el trámite que siguió el Juzgado, luego de la contestación de la demanda. En efecto, como se deduce de las previsiones del artículo 418 del Código de Procedimiento Civil son diversas las circunstancias que surgen de la réplica al libelo, puesto que el accionado tiene estas alternativas: aceptar las cuentas presentadas, objetar tan solo el monto estimado en su contra u oponerse totalmente a la rendición, caso en el cual la oposición misma habrá de resolverse en la sentencia. En el sub-lite y tal como se desprende del correspondiente escrito, la demandada manifestó expresamente respecto de las pretensiones de la demanda, que pedía se declarara legalmente presentada la “relación pormenorizada del giro de la administración realizada por ella, de acuerdo a (sic) los documentos y soportes allegados.” Es decir, la señora Quintero Lozano no formuló reparo en sí, en cuanto atañe con la rendición de cuentas exigida, hasta el punto de que luego de hacer diferentes disquisiciones y algunas operaciones aritméticas, estimó cuál era el saldo que existía a su favor. Debió, entonces, el despacho conociente, proceder como indica la norma citada en su numeral 2, que dice: “Si se objeta la estimación, se dictará auto que ordene rendirlas, para lo cual se señalará al demandado un término prudencial.”

Sin embargo, el Juzgado en vez de disponer la rendición de cuentas lo que hizo fue correr traslado por el término de veinte días de las que erróneamente consideró presentadas, irregularidad que no obstante, no alcanza a originar nulidad a pesar de que efectivamente significó desmedro para las oportunidades defensivas de la demandada, una vez que ésta siguió actuando en el proceso sin formular ninguna clase de observaciones sobre el particular, respondió a las objeciones formuladas, intervino en la práctica de pruebas y en las alegaciones, sin nunca aludir a que se había pasado por alto un término que estaba consagrado a su favor. De tal modo que si algún vicio se presentó, quedó saneado en los términos del artículo 144 ibídem.  
Lo que a la par, significa también, que el debate que pretende abrir la recurrente demandada en esta instancia, sobre la rendición misma de cuentas es abiertamente extemporáneo, puesto que si como se acaba de decir admitió que había obrado como administradora y que inclusive existían saldos a su favor, no es lógico que para apelar de la sentencia, venga ahora a decir que no tenía ninguna obligación de presentarlas porque los bienes a los que se refiere la demanda eran suyos. Si no creía tenerla, debió utilizar la estrategia adecuada y eventualmente efectiva, que no es otra que la señalada por el numeral 4 del citado artículo 418 ibídem cuando determina: “Si el demandado alega que no está obligado a rendir las cuentas, el punto se resolverá en la sentencia, y si en ésta se ordena la rendición, se señalará un término prudencial para que las presente con los respectivos documentos.” Empero, optó de manera simple por alegar que por su administración antes se le debía algún dinero, con lo que señaló el sendero procesal que debía seguir la actuación que ya no era el de verificar su obligación de rendir cuentas sino la de examinar las presentadas y deducir quien debía a quien, estableciéndose el saldo correspondiente. En este sentido cabe anunciar, sin necesidad de otras elucubraciones, que el recurso de la demandada no tiene vocación de prosperidad. 

En lo que concierne con la apelación de la demandante, bien se tiene que está circunscrita a aspectos determinados de la administración, en cuanto no se enjuician los dictámenes presentados y que fueron los que a la postre permitieron señalar las sumas adeudadas por la administradora sino la manera proporcional como dispuso el juzgado que debían pagarse. Es importante anotar que a la postre y para definir el asunto, no se tuvieron en cuenta los documentos que constan en el expediente sino que la definición provino de lo que los peritos dedujeron de la rentabilidad de los bienes que total o parcialmente se adjudicaron a la demandante en la sucesión de su padre, y que la demandada ha tenido en su poder y ha administrado. Es de anotar, que tampoco hay motivo de discrepancia por la decisión del juzgado de evaluar que la señora Quintero Lozano obtuvo una sentencia favorable que declaró la existencia de una sociedad de hecho con el causante Guillermo Hurtado Ocampo, de acuerdo con lo cual le corresponde la mitad de los bienes relictos y por tanto, se hace la deducción correspondiente, lo que acompasa con los dictados de la equidad y la garantía de los derechos sustanciales ya reconocidos en un fallo ejecutoriado, de conformidad con lo cual habrá de rehacerse la partición efectuada en la mortuoria con participación de la socia de hecho y de los herederos. Es posible que por este hecho varíen las adjudicaciones y obviamente, los porcentajes de participación en el caudal relicto. Pero esta probabilidad no debe obstaculizar la actual cristalización de las cuentas reclamadas y ya que pese al tiempo transcurrido no se ha acudido al procedimiento previsto por la ley para estos casos. Es decir, para lo que incumbe en este proceso ha de estimarse la partición vigente y hacerse las deducciones respecto de lo que la administradora demandada debe a la heredera demandante en relación con lo que le correspondió, cuentas que, además, no son provisionales como lo señaló el a-quo sino definitivas en lo que concierne con los períodos que habrán de demarcarse. 
Así las cosas, cabe abonarle razón a la demandante en el punto referente al establecimiento de comercio, puesto que si éste le fue adjudicado en su totalidad, y ahora a la demandada le habrá de corresponder el 50%, a aquélla deben tocarle la mitad de las utilidades que según el perito produjo, o sea, la suma de $68.065.247; y ya que a los otros herederos no les correspondió cuota en ese bien;  para el lapso comprendido entre el 15 de abril de 1998 y el 31 de diciembre de 2006, en el cual quedan finiquitadas las cuentas. 

En cuanto hace con el apartamento denominado 2A y el local comercial, situados en el edificio en el que a la señora Hurtado Perico se le adjudicó el 32.569591% de la mitad, habrán de hacerse las siguientes afirmaciones. Debe partirse de la base de que al entrar la socia Quintero Lozano a compartir los bienes, tal como está la partición el porcentaje de la actora bajaría al 8.33%, respecto del 100% del bien puesto que a la demandada le tocaría el 25% y los otros herederos tienen una participación similar. De tal modo que si el apartamento produjo $22.833.053, a la demandante por este concepto le corresponden $1.901.993.  
Disímil es la situación del local comercial. Aunque existe en el expediente una experticia que señala que los cánones que tal bien habría producido ascenderían a la suma de $158.954.264, se ha ignorado en relación con este bien, que desde el mes de junio de 2002, la mitad de los cánones de arrendamiento está siendo consignada en el Banco Agrario
 para su posterior distribución entre los herederos y la socia, de manera que no se ve cómo pueda ordenarse a la demandada que saque de su bolsillo el dinero que estará a disposición suya y de los demás herederos cuando por fin terminen sus pleitos. Quedaría lo relativo al período transcurrido entre la muerte del causante y junio de 2002, respecto del cual lo adeudado por cuentas sería la suma de $3.787.484 puesto que si bien se acoge el dictamen referente a este periodo, hay que considerar que el avalúo hace referencia a la totalidad de los cánones que produciría el inmueble y bien se tiene que el 50% de los mismos se paga a la comunera dueña de ese porcentaje, y que a las partes involucradas en este proceso y a los demás herederos de Guillermo Hurtado Ocampo solo les corresponde el otro 50%, y concretamente a la señora Hurtado Perico el 8.33%.  
De todo lo cual se infiere que haya de modificarse el fallo objeto del recurso para determinar cada uno de los saldos adeudados por la cuentadante a la actora, y precisar el período en que quedan finiquitadas las cuentas que de conformidad con lo dicho, serán definitivas en los lapsos relacionados. 
Las costas del recurso, próspero parcialmente, serán a cargo de la demandada en un 70%. 
En razón de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil y de Familia, admi​nistrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  CONFIRMA  los ordinales primero, tercero y cuarto del fallo revisado; el segundo quedará así: 
La demandada Adoney Quintero Lozano debe pagar a la señora Beatriz Elena Hurtado Perico, las siguientes sumas de dinero, dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia: 

a) $68.065.247, por concepto de las cuentas pendientes de las utilidades del establecimiento de comercio a que se refiere este litigio y que salda las referentes al período comprendido entre el 15 de abril de 1998 y el 31 de diciembre de 2006. 

b) $1.901.993 en razón de la administración del apartamento 2A de la edificación adjudicada a la demandante, referidas definitivamente al lapso comprendido entre el 15 de abril de 1998 y el 14 de enero de 2008. 

c) $3.787.484 por lo adeudado en relación con el local situado en el inmueble a que se refiere la demanda, por el lapso comprendido entre el 15 de abril de 1998 y el 30 de mayo de 2002, fecha a partir de la cual la mitad de los cánones están siendo depositados en el Banco Agrario y no compete a la demandada responder por los mismos. 
          Costas del recurso a favor de la demandante en un 70%. 
Cópiese y notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos 



Gonzalo Flórez Moreno
� Folio 104, c. 1


� Folios 64 a 95, c. 1. 
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